
Introducción

Una de las más fuertes convicciones
sociales desarrolladas durante el pasa-
do siglo XX ha sido la de pensar al Es-
tado como ente suficientemente neutral
e idóneo para asimilar todas las de-
mandas que surgen en el seno de una
sociedad determinada. 

El Estado se constituyó así como el
ideal intermediario de los intereses de
los diversos individuos y/o grupos so-
ciales integrados en su territorio. 

Aunado a ello y, consecuentemente, la
estructura del Estado se erigió tradicio-
nalmente como la única alternativa de
organización posible para el naci-
miento y aplicación del derecho. 

Más aún, hace al sistema republicano
de gobierno, la institución del Poder
Judicial como “intérprete” final de las
leyes del estado, siendo el juez, en
definitiva, quien, por imperio legal,
está facultado para decidir la aplica-
ción del derecho al caso que se some-

te a su intervención jurisdiccional.

Desde esta perspectiva, el único mode-
lo posible que se concibió tradicional-
mente en los sistemas republicanos pa-
ra la resolución de toda controversia
entre dos o más conflictuantes fue el de
la “adjudicación” por “heterocomposi-
ción de intereses”: es decir, un tercero
neutral y ajeno al conflicto es el que
decide su solución, conforme a dere-
cho. 

En esa línea de pensamiento, parecie-
ra inadmisible pensar que también los
ciudadanos, privadamente, sea en for-
ma individual o sea a través de sus or-
ganizaciones comunales o familiares,
pudieran “producir” derecho y “admi-
nistrar” sus conflictos.  Sin embargo,
esta apreciación extrema comenzó a
cambiar paulatinamente en las últimas
décadas del siglo XX, por una diversi-
dad de razones que se detallarán más
adelante pero que, en definitiva, pro-
movieron un fuerte cambio paradig-
mático en el abordaje y resolución de
las disputas cuya única vía tradicional
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de encauzamiento era la de los Tribu-
nales.

En ese contexto irrumpieron en nuestro
medio los llamados “métodos alternati-
vos de resolución de disputas”, instru-
mentados a través de la ley de media-
ción prejudicial obligatoria en primer
término y de la ley de conciliación la-
boral obligatoria después.

La puesta en marcha de sendos proce-
dimientos representó mucho más que
una reforma procesal. Significó la evi-
dencia de la crisis del viejo paradigma
del “juez: único decisor de lo justo” y
la génesis de uno nuevo: “la satisfacto-
ria autocomposición de los intereses en
juego”.

Ambos modelos de abordaje de los
conflictos acarrearon tras de sí fuertes
resistencias fundadas en la más diver-
sa índole argumentativa, que, desde
nuestra perspectiva, respondió mucho
más a razones ideológicas que a moti-
vos operativos o funcionales.

Es el objetivo central de este trabajo
analizar cómo se desenvolvieron estas
resistencias frente a la ley 24.635 (de
Conciliación Laboral obligatoria), toda
vez que la misma irrumpió procesal-
mente en un área altamente sensible
en el mundo jurídico, político y social,
tal como es el de las relaciones del tra-
bajo.

En efecto, no es un tema menor su apli-

cación en un contexto legislativo tradi-
cionalmente sostenido sobre principios
propios y diferentes de muchos de los
que sostienen el resto de las materias
del derecho. 

Básicamente esto es así porque el Esta-
do interviene en las relaciones labora-
les de manera intensa y casi decisiva. 
Siguiendo la doctrina laboralista clási-
ca de nuestro país podemos describir
al derecho laboral como un ordena-
miento tuitivo. 

Es decir, que tiende a proteger a una
parte en sus derechos con relación a la
otra1.

Efectivamente se presume que el sector
patronal tiene mayor poder que los
trabajadores, por lo que se crea una
desigualdad jurídica natural que la
ley, mediante otra desigualdad jurídi-
ca, tiende a igualar la situación de las
partes.

A los efectos de restablecer esa desi-
gualdad, el derecho laboral consagra
el principio protector a favor del traba-
jador y el de gratuidad de los procedi-
mientos judiciales y administrativos. 

En lo que concierne a este trabajo, an-
ticipamos que, uno de los resultados
obtenidos más “paradójicos” es que
dichos principios fueron igualmente es-
grimidos y defendidos, tanto por quie-
nes estaban a favor como en contra de
la conciliación laboral. 
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La conciliación no era nueva en el de-
recho laboral ya que venía regulada a
través de distintos procedimientos des-
de antaño2 y, por otra parte, la propia
ley de contrato de trabajo3 alude a la
validez de estas instancia para solu-
cionar litigios si se realiza ante autori-
dad administrativa o judicial que ga-
rantice una justa composición de los
derechos e intereses de las partes.

De modo tal que no pareciera ser el
hecho mismo de la conciliación lo que
generó resistencias en la aceptación
profesional sino otras variables cone-
xas con su implementación, tal como
pretende demostrarse en este trabajo.

Sin duda, la doble dimensión pública y
privada del ordenamiento laboral ha
sido uno de los factores que, siguiendo
una prolija y antigua discusión sobre
su ubicación sistemática, ha influido
también a la hora de aceptar o recha-
zar el nuevo instituto de la conciliación
laboral, máxime si es ejercida desde
las oficinas particulares de abogados
designados conciliadores... !!!

La discusión acerca de la legitimidad
del procedimiento reavivó la vieja po-
lémica acerca de la armonización en-
tre la autonomía de la voluntad y el in-
terés social protegido por las normas
de orden público laboral.

En este trabajo partimos de las si-
guientes hipótesis: 

La instalación del proceso regulado
por ley 24.635 generó reacciones de
aceptación y de rechazo.

A través del tiempo, ha crecido la
aceptación del procedimiento de con-
ciliación laboral obligatoria y han dis-
minuido las conductas de rechazo  a
su respecto. 

Las razones que favorecieron la acep-
tación y la reducción de las resisten-
cias son de muy diversa índole y no re-
sultan atribuibles exclusivamente al
funcionamiento del sistema.

La creciente aceptación del sistema se
ha traducido en el incremento de
acuerdos conciliatorios y en la dismi-
nución proporcional de los juicios la-
borales en la Justicia del Trabajo de la
Capital Federal.

Someter a prueba estas hipótesis se
vincula con el interés de conocer con
mayor grado de exactitud qué rela-
ción existe entre los grados de acep-
tación o rechazo del procedimiento
por parte de los abogados de part e
y el consecuente aumento o disminu-
ción de los acuerdos en dicha ins-
t a n c i a .
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La importancia de contar con dicha in-
formación radica en el hecho incon-
trastable de que, en caso de verificar-
se las hipótesis planteadas, los resulta-
dos del sistema podrían optimizarse
geométricamente, acentuando la acti-
vidad de persuasión y generación de
convicción con los abogados aún re-
nuentes al sistema. 

Valga aclarar que esta investigación se
inicia desde la explícita adhesión per-
sonal y profesional a la aplicación de
los métodos de resolución de disputas
en general y a la conciliación laboral
obligatoria regulada por ley 24.635
en particular.

Marco Teórico y Legal

Qué son los métodos alternativos
de resolución de disputas

La tradición del hombre ha sido resol-
ver sus conflictos sin prestar especial
atención al nivel de satisfacción que
provocaría en él y en su contraparte, el
resultado final.

Mucho menos reparó en el “diseño del
proceso” para resolver sus controver-
sias ni en las consecuencias de los mé-
todos utilizados para alcanzar sus fi-
nes (niveles de desgaste personal, eco-
nómico, emocional, de tiempo, etc.)
que le implicaría optar por un método
u otro.

Para analizar los métodos a través de
los cuales el hombre y los grupos so-
ciales han intentado resolver sus dispu-
tas, es necesario que, previamente,

nos detengamos a analizar tres varia-
bles profundamente enraizadas al fe-
nómeno del conflicto y a su gestión: los
intereses, los derechos y el poder.

Llamamos genéricamente “intereses”
al conjunto de deseos, preocupacio-
nes, temores y necesidades que cada
parte involucra en la disputa en cues-
tión. Probablemente, estos intereses
permanezcan ocultos, en el fuero indi-
vidual más profundo, o no sean expre-
sados verbalmente al contendiente, pe-
ro de todos modos, movilizan la ges-
tión, escalada y resolución del conflic-
to, en pos de su satisfacción. 

En el conflicto, las personas también
guían sus acciones sobre la base de
pautas relevantes e independientes
respecto de lo que creen que es justo:
nos encontramos frente al ámbito de
los “derechos”. Estos son receptados
generalmente por la ley y los conve-
nios (colectivos o individuales). Tam-
bién forman parte de normas sociales
tradicionalmente aceptadas. Al referir-
nos a “derechos” en el plano del aná-
lisis de los métodos tradicionales de re-
solución de conflictos, no sólo nos refe-
rimos a su aspecto objetivo, sino que
incluimos también aquí al aspecto sub-
jetivo que le imprime cada conflictuan-
te. Es decir, a la “percepción de lo que
es justo” desde la óptica de quien es
parte en un conflicto.

Frente a la situación de conflicto tam-
poco podemos obviar un aspecto de
enorme incidencia en el desarrollo,
gestión y resolución de un conflicto tal
como es el ejercicio del poder. Es decir,
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la capacidad de imponer a otro la eje-
cución forzada de una acción (que,
obviamente, no haría por propia vo-
luntad).

Según cuál sea de los tres elementos
que analizamos precedentemente el
que prevalezca en la gestión de un
conflicto dado, podemos analizar tres
abordajes claramente diferenciados:
la resolución basada en la conciliación
de los intereses recíprocos, la resolu-
ción basada en la determinación sobre
quién tiene razón o mejor derecho y la
resolución que se define sobre la base
de quién tiene más poder.

Intentar resolver las controversias me-
diante la conciliación de intereses de
las partes involucradas en ella es el
objetivo básico de todos los denomina-
dos: Métodos Alternativos de Resolu-
ción de Disputas”.

Nuestra concepción de los mismos se
engarza con el diseño propuesto por el
denominado “Proyecto de Negocia-
ción de Harvard”, nacido en 1978 co-
mo fruto de las investigaciones y expe-
riencias de un nutrido grupo de acadé-
micos de diversas facultades de la Uni-
versidad del mismo nombre quienes
constituyeron allí un foro de investiga-
ción, desarrollo y aplicación de Méto-
dos No Adversariales en el plano em-
presario, comunitario, político e inter-
nacional.

Su creador, Roger Fisher, es autor de
uno de los trabajos rectores en la ma-
teria: “Sí, de acuerdo!!!”4, y ha actua-
do, aplicando el modelo mencionado,
en la negociación de conflictos interna-
cionales tales como: los acuerdos de
Camp David5, las tratativas de libera-
ción de los rehenes americanos en Irán
en 1980, las negociaciones por el ce-
se del fuego en Bosnia Herzegovina y
en las negociaciones de paz entre el
gobierno y la guerrilla de El Salvador,
por citar los de mayor envergadura. 

Podemos definir este estilo de aborda-
je en la actividad basada en la investi-
gación de las preocupaciones profun-
das de cada conflictuante, en la bús-
queda de opciones creativas y en el in-
tercambio entre las partes para que és-
tas autocompongan sus mutuos intere-
ses. 

Entre los métodos más reconocidos
dentro de esta pauta se encuentran la
negociación colaborativa, la media-
ción y la conciliación.

La resolución basada en los derechos,
en cambio, se orienta a determinar,
frente a la disputa, quién tiene razón. 
Para ello, esta forma de resolución in-
volucra normalmente la intervención
de un tercero a cargo de “adjudicar”
la razón. 

Las formas tradicionales de los tam-
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bién llamados “procesos de adjudica-
ción” son el juicio (ante los Tribunales
del Poder Judicial de la jurisdicción) y
el procedimiento administrativo (en
nuestro país, comúnmemente llamado
“sumario”, ante organismos de las ad-
ministraciones públicas sea nacional,
provincial o municipal). 

Estos dos tipos de procedimientos po-
demos denominarlos de “adjudicación
pública”.

Concepto y alcance de los distintos
métodos de resolución de disputas:
Métodos adversariales y métodos
alternativos

A la hora de elegir un abordaje posi-
ble es imprescindible plantear la rela-
ción de costos y beneficios que cada
una de las formas previamente anali-
zadas implica. Para ello, adherimos a
los cuatro criterios que describe Wi-
lliam Ury6.

Dichos criterios de evaluación previa
son:

Costos de Transacción: los costos que
parecieran ser los más obvios frente a
una disputa son los económicos; pero
lejos están de ser los más importantes,
especialmente en determinados tipos
de conflictos. En una disputa familiar,
los costos económicos pueden no ser
representativos y sí resultar intolera-
bles los que resultan de las largas ho-

ras de discusiones familiares, las ten-
siones nerviosas, las somatizaciones fí-
sicas, las consecuencias psicológicas,
etc.. En una huelga el costo económico
es innegable pero no pueden descar-
tarse aquellos costos emergentes del
deterioro de relaciones entre ambas
partes, la pérdida de oportunidades,
los recursos destruidos, etc.

Satisfacción con los resultados: otra
forma de evaluar el método de aplica-
ción a la gestión del conflicto es consi-
derar la satisfacción mutua de las par-
tes respecto del resultado posible. Ury
plantea que el desenlace de una huel-
ga puede no haber sido satisfactorio
para los trabajadores pero sí puede
haberles permitido desahogar su frus-
tración y vengarse del empleador.
Agrega que “la satisfacción de una
parte depende en gran medida del
punto hasta el cual la solución coinci -
de con los intereses que lo llevaron a
hacer o rechazar el reclamo en primer
lugar. El nivel de satisfacción también
puede depender de que la parte con -
sidere que la solución es justa o no.
Aún cuando un acuerdo no cumpla
totalmente con sus intereses, un con -
tendiente puede obtener alguna satis -
facción considerando la justicia de la
solución. La satisfacción depende no
sólo de que se perciba como justa la
solución, sino también de que se per -
ciba como justo el procedimiento de
resolución de disputas. Los criterios
de justicia dependen de varios facto -
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res: en qué medida tuvo oportunidad
de expresarse el participante; si tuvo
el control en la aceptación o rechazo
del acuerdo; y si cree que el tercero
facilitador, si lo hubo, actuó de mane -
ra justa” (Ury, William, op. cit., Cap.
I, Pág. 16).

Efecto sobre la relación: es imprescin-
dible medir el efecto que, en el largo
plazo, ha de producirse sobre la rela-
ción. Por ejemplo, el método elegido
puede dificultar y hasta impedir la
continuidad de la relación, sea en el
trabajo, en la familia o en determina-
do grupo de pertenencia común. Tal es
el caso de los métodos basados en el
ejercicio del poder, en tanto que aqué-
llos que se basan en la conciliación de
intereses probablemente sean los úni-
cos con capacidad para gestar un for-
talecimiento de la relación, a pesar del
conflicto.

Recurrencia en el conflicto: es impor-
tante asimismo evaluar si la aplicación
de una metodología u otra permitirá
arribar a soluciones durables. Es decir,
si evitará la reincidencia o recurrencia
en el conflicto, sea entre las mismas
partes por igual causa o por razones
diferentes, o por la misma causa entre
una de las partes y otras personas, o
entre personas diferentes a las partes
pero pertenecientes a la misma comu-
nidad. Ury cita, como ejemplo, que un
caso de acoso sexual en el ámbito la-
boral, entre un jefe y una empleada
provocaría recurrencia si, aún resuelto
entre ambas partes, el jefe sigue aco-
sando a otras empleadas u otros hom-
bres cometen en el futuro acosos con-

tra otras mujeres de la organización.
Es obvio que los criterios antes desa-
rrollados provocan consecuencias recí-
procas entre sí de modo que la falta de
satisfacción con los resultados puede
producir tensión en la relación entre
las partes, lo cual incidirá en la capa-
cidad de recurrencia en la disputa y
por lo tanto elevará los costos de tran-
sacción de la misma.

Por lo tanto, al analizar el “costo” de
un conflicto, debemos tener en cuenta
no sólo los “costos de transacción” si-
no también los costos derivados del
aumento de tensión entre las partes, su
falta de satisfacción ante los resultados
y la recurrencia en el mismo conflicto.
Sin duda el énfasis en los intereses
puede resolver los problemas más
efectivamente que si éste se coloca en
los derechos o en el poder. La concilia-
ción de intereses tiende a provocar un
mayor nivel de satisfacción en los re-
sultados que si éste es definido por una
adjudicación ajena a las partes (dere-
chos) o por el imperio de cualquier
suerte de fuerza (poder). Consecuente-
mente, este enfoque promueve la mejo-
ra de las relaciones, disminuye la recu-
rrencia en el conflicto y, finalmente,
eso determina la reducción de los cos-
tos de transacción.

El objetivo de un sistema adecuado de
resolución de disputas debiera fomen-
tar un esquema piramidal en el cual, la
mayoría de los conflictos se resolviera
sobre la base de los intereses de las
partes. Una porción menor, sobre la
base de los derechos y una ínfima por-
ción sobre la base del poder. Un siste-
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ma de resolución de disputas en el cual
la menor cantidad de conflictos se re-
suelva en base a los intereses, una por-
ción mayor sobre la base de los dere-
chos y la mayor proporción se resuel-
ve en base al uso del poder es un sis-
tema frustrante de altísimo costo, con-
forme las variables analizadas en esta
unidad.

Resta agregar que, a título metodológi-
co, anticipamos que, a los efectos de
esta investigación, denominaremos
Métodos No Adversariales o Alternati-
vos de Resolución de Conflictos sólo
aquéllos que se basan en la concilia-
ción de intereses, mientras que a los
basados en los derechos o en el poder
los denominaremos “Métodos Adver-
sariales”.

La aplicación de métodos adversaria-
les para la resolución de conflictos de
cualquier naturaleza, provoca niveles
de violencia, estrés, costos emociona-
les, físicos, etc. cuyas consecuencias y
alcance es impredecible hasta que el
enfrentamiento no culmine. 

Si tuviéramos que esquematizar los ca-
racteres comunes a todos ellos podría-
mos resumirlos en los siguientes atribu-
tos:

Las partes están severamente enfren-
tadas centran la disputa y su desarro-
llo en la incriminación recíproca de
hechos del pasado.

No tienen en cuenta los intereses y ne-
cesidades recíprocas mediante un in-
tercambio comunicacional adecuado.

Una vez iniciado un proceso de reso-
lución adversarial, se vuelve obligato-
ria la participación del conflictuante
en él (ya que de otro modo, “pierde”)

El resultado de este proceso es im-
puesto a las partes y obligado su
cumplimiento.

Conducen a una única resolución
posible: uno gana y otro pierde.

Si apelamos a la clasificación de los
métodos de Ury, al referirse a aquéllos
basados en el poder, los derechos y los
intereses, sin duda el juicio es el méto-
do de resolución basado en el ejercicio
de los derechos por antonomasia.

En un sistema republicano de gobier-
no, el Poder Judicial se constituye, por
mandato constitucional, en el “intér-
prete” final de las leyes del estado. En
definitiva, el juez se convierte en el ter-
cero neutral que, por imperio legal, es-
tá facultado para decidir la aplicación
del derecho al caso que se somete a su
intervención jurisdiccional.

En palabras sencillas, el juez es quien
decidirá quién tiene razón frente al
conflicto que se le plantea.

Denominamos “juicio” al conjunto de
actos que las partes y el propio juez,
llevan a cabo con el objeto de esclare-
cer y formar la opinión de éste respec-
to de la disputa planteada. Estos actos,
sus formas y plazos, están asimismo
regulados por el denominado “dere-
cho procesal” que recibe su denomina-
ción, justamente, por ser el conjunto de
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normas que regulan el “proceso” que
se llevará a cabo para arribar a la de-
cisión judicial. Esta decisión es deno-
minada genéricamente “sentencia” y
tal como hemos visto al describir los
métodos de resolución de conflictos
basados en los derechos, impone una
“adjudicación” de la razón a una de
las partes, sobre la base de la interpre-
tación que el juez hace del ordena-
miento jurídico aplicable.

Estos procesos se caracterizan, en ge-
neral, por una prolongada duración
en el tiempo y por altos costos de tran-
sacción. Debemos incluir aquí el costo
económico que, sin duda, es importan-
te ya que involucra los honorarios pro-
fesionales de los abogados de las par-
tes, de los peritos o consultores técni-
cos que deban expedirse sobre cues-
tiones específicas de su materia que re-
sulten relevantes a la decisión judicial,
gastos de diligenciamientos (trámites
procesales obligatorios tales como Cé-
dulas de notificación, oficios, etc.), ta-
sas y aranceles, etc.

El costo económico no obsta a que se
sumen además otros costos igualmente
considerables. Vale añadir entonces el
costo psicológico de cada parte que
debe exponerse a altos niveles de des-
gaste (por ejemplo, concurriendo a las
audiencias fijadas por el juez, buscan-
do e intentando la obtención de las
pruebas necesarias para lograr un fa-
llo favorable, etc.) y el costo en tiempo
real que supone llegar hasta la deci-
sión final. Si analizamos todos los cos-
tos de transacción existentes en el con-
flicto observarán que, en realidad, ca-

si todos ellos pueden aparecer en un
juicio.

El factor tiempo es un obstáculo común
a la organización de la justicia en to-
das partes del mundo. Por supuesto
que, en estados en los cuales el poder
judicial padece además de escasez de
recursos humanos y técnicos, este “fac-
tor tiempo” se agrava. Pero aún, en los
sistemas judiciales más desarrollados,
la propia naturaleza de los procesos y
las formalidades que se imponen para
garantizar la libre defensa en juicio,
suponen una inevitable dilación tem-
poral respecto de la resolución definiti-
va del conflicto por esta vía. A tal pun-
to que es una sensación común en los
litigantes que, cuando llega la senten-
cia, aún cuando resulte favorable a sus
derechos, es tanto el tiempo transcurri-
do entre el inicio del juicio y la resolu-
ción final, que los intereses y necesida-
des más profundos y urgentes que
alentaron su promoción y desarrollo, es
posible que se hallan diluido o incluso
desaparecido o, al menos, que su sig-
nificación ya no sea la misma que
cuando comenzó el procedimiento.

Está en la naturaleza del juicio que la
decisión final – la sentencia – sea de
cumplimiento obligatorio y que, por
ende, ante su incumplimiento, el juez
está facultado a “forzar” su cumpli-
miento mediante el uso de las potesta-
des que le son conferidas legalmente:
por ejemplo, en caso de incumplimien-
to de una obligación de pago de una
suma de dinero, el juez tiene faculta-
des para embargar y hasta rematar los
bienes del deudor, de inhibirlo para

R e v i s t a
JURIDICA

317TRABAJOS DE INVESTIGACION



comprar y vender en el futuro, etc.

Por último vale aclarar que las formas
rituales y solemnes de un proceso judi-
cial implican, inevitablemente, que mu-
chos de dichos intereses y necesidades
nunca aparezcan o se vean obligados
a adquirir otra apariencia, acorde a la
naturaleza del proceso judicial. 
Si tuviéramos, en cambio, que esque-
matizar los caracteres comunes a to-
dos los métodos denominados “alter-
nativos” podríamos resumirlos en los
siguientes atributos:

Las partes actúan cooperativamente
ponen el acento en el futuro

Tienen en cuenta los intereses y
necesidades recíprocas

La decisión es diseñada por ambas 

La participación y permanencia
en el proceso es voluntaria

Conducen a una resolucion posible:
que todos ganen 

También aquí, los actores que pueden
participar de esta clase de procesos
pueden ser de los más diversos, al
igual que lo dicho al referirnos a los
Métodos Tradicionales y la historia
contemporánea así lo demuestra, da-
do que su aplicación ha resuelto con-
flictos internacionales de alta compleji-
dad y envergadura geopolítica, pero
también gozan de amplia difusión y

aplicación internacional para la reso-
lución de conflictos vecinales, familia-
res y escolares. En todos los casos, aún
con las peculiaridades que caracteri-
zan a cada ámbito, se elimina la vio-
lencia, la coacción o la amenaza como
estilo de abordaje para la resolución
del conflicto. 

La aplicación de métodos no adversa-
riales no sólo disminuye los costos
emocionales, físicos, etc. y transforma
al conflicto en una oportunidad de
CRECIMIENTO Y APRENDIZAJE. Por
ello se dice que son esta clase de mé-
todos los que permiten al hombre en-
contrar el VALOR POSITIVO DEL
CONFLICTO.

En todos los casos, son comunes las
características que fomentan el trabajo
conjunto, la acción cooperativa y la
satisfacción recíproca de los intereses
y necesidades de las partes involucra-
das, tal como surge del análisis que si-
gue a continuación.

Dice Moore7: “En la negociación ba -
sada en los intereses, los negociado -
res no suponen necesariamente que
el recurso importante en cuestión – di -
nero, tiempo, comportamiento – es li -
mitado, ni que deba dividirse en par -
ticipaciones, en las que uno gana y el
otro pierde. La actitud del negociador
basado en el interés es la del que re -
suelve problemas. La meta de la ne -
gociación es hallar una solución uná -
nimemente satisfactoria, y desembo -
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ca un resultado gana – gana ... Este
tipo de negociación comienza con
una comprensión de cada uno respec -
to de los intereses del otro, no con for -
mulaciones acerca de las posiciones
... Una vez que los intereses fueron
revelados, explorados y aceptados
por lo menos en principio, las partes
pueden comenzar una búsqueda con -
junta de soluciones satisfactorias para
ambas...”

Cuáles son los métodos alternativos

Los procesos alternativos más difundi-
dos en nuestro medio son la mediación
(en cuestiones civiles y comerciales) y
la conciliación (en cuestiones labora-
les).

La mediación es el proceso por el cual
un tercero neutral - MEDIADOR - faci-
lita la comunicación entre dos o más
personas para que logren llevar ade-
lante una negociación colaborativa
con el objeto de zanjar el conflicto que
las enfrenta (con el menor costo de
tiempo y desgaste emocional) y llegar
a un acuerdo satisfactorio para am-
bas. Por eso, tradicionalmente, la me-
diación es definida como un “proceso
de negociación colaborativa asistida
por un tercero neutral”.

El principal objetivo de su actividad es
que las partes en conflicto puedan
zanjar sus diferencias, satisfacer sus
intereses recíprocamente, mejorar sus
relaciones interpersonales y llegar a
acuerdos recíprocamente satisfacto-
rios. Todo ello en el marco de un pro-
ceso informal, participativo, voluntario

y confidencial, en el cual el mediador
no asesora ni decide sino que sola-
mente facilita las condiciones para que
las partes libremente lleguen o no a un
acuerdo.

La conciliación es un proceso de ca-
racterísticas muy similares a la media-
ción, con la única excepción de que el
tercero neutral, aquí denominado
“conciliador”, desempeña un rol más
activo, razón por la cual no le está ve-
dado proponer fórmulas conciliatorias
y aconsejar a las partes si ello no afec-
ta su imparcialidad. 

Por lo demás, cabe lo expresado res-
pecto de este proceso lo dicho ante-
riormente respecto de la mediación: es
también confidencial, participativo, in-
formal y la decisión queda reservada
a las partes.

Vale detenerse aquí un momento para
vincular este proceso con el ya legisla-
do por Ley 24.635, llamada de “Con-
ciliación Laboral Obligatoria”, de la
cual pueden desprenderse algunos da-
tos útiles para apreciar las diferencias
entre el rol del mediador y del concilia-
dor en relación a esta “proactividad”
que hemos descripto. 

- Los métodos alternativos y el orden
público laboral 

Uno de los fundamentos de que el pro-
ceso no adversarial instalado en el fue-
ro laboral haya sido el de la Concilia-
ción y no la Mediación radica en los
propios principios del Derecho del Tra-
bajo y en la ya expresada necesidad
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de asegurar los principios protectores
garantizados por el llamado “orden
público laboral”. 

La vinculación que une a las partes en
el trabajo, generalmente, se origina en
un contrato laboral. No habiendo una
norma obligatoria que constriña a una
persona a desempeñarse en una tarea,
la forma de dedicar la actividad a un
trabajo a favor de otra persona es me-
diante la celebración de un contrato de
trabajo.

Es verdad que actualmente se conside-
ra que ello no es exactamente el fiel re-
flejo de la verdad, dado que debido a
la profusa legislación laboral vigente
al respecto y a las disposiciones nor-
mativas de los convenios colectivos,
muy poco o nada queda librado a la
voluntad de las partes.

Sin embargo, no es así en la realidad.
Estos contratos tienen mucha semejan-
za con los de “adhesión” (aquéllos en
los cuales una de las partes sólo puede
contratar si acepta íntegramente todas
las cláusulas que le impone la otra
parte: por ejemplo, una póliza de se-
guros, un plan de ahorro previo, etc.),
y por eso el Estado “sale” en defensa
del conjunto de personas que, de no
existir normas protectorias se encon-
trarían sin ellos, en inferioridad de
condiciones, ante una contraparte mu-
cho más “poderosa”.

Como está dicho, en el plano de las re-
laciones laborales, el trabajador es, en
la mayoría de los casos, económica-
mente más débil que su empleador,

por lo que el Estado ha debido dictar
normas mínimas irrenunciables para
salvaguardar sus derechos contra el
peligro de una imposición en contra de
sus intereses, aprovechando de ese es-
tado de insuficiencia económica. 

Por otra parte, no siempre es automá-
tica la adhesión, ya que existen casos
en los que el trabajador puede solicitar
y obtener condiciones superiores a las
fijadas por la ley o los convenios colec-
tivos, de manera que cabe un cambio
de voluntades entre las partes, pero
ante la generalidad de casos en los
que se manifiesta esta relación “im-
par”, surge el ya mencionado “orden
público laboral”.

La legislación laboral está sostenida
sobre principios propios en los que se
asienta y que difieren de muchos de
los que sostienen el resto de las mate-
rias del derecho. Básicamente esto es
así porque el Estado interviene en las
relaciones laborales de manera inten-
sa y casi decisiva. El derecho laboral
es tuitivo, es decir tiende a proteger a
una parte en sus derechos con relación
a la otra. 

Reiteramos, esta construcción se asien-
ta sobre la presunción de que el sector
patronal tiene mayor poder que los
trabajadores, por lo que se crea una
desigualdad jurídica natural que la ley,
mediante otra desigualdad jurídica,
tiende a igualar la situación de las
partes.

Volviendo entonces al proceso de con-
ciliación laboral existente y regulado
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por la ley 24.635, el conciliador asu-
me en este proceso no sólo el rol del
operador en la resolución del conflicto
sino también el de “garante” del orden
público laboral. 

Para ello, su actitud y actividad debe
ser más “activa”, estando autorizado a
proponer fórmulas conciliatorias acor-
des al régimen laboral vigente o cues-
tionando aquéllas que, aún aceptadas
por las partes, resulten violatorias del
orden público que debe preservarse.

Qué es el “Procedimiento de
Conciliación Laboral Obligatoria”

Creado por la Ley Nº 24.635, es la
instancia mediante la cual se dirimen -
con carácter obligatorio y previo al ini-
cio de la demanda judicial- todos los
reclamos individuales y pluriindividua-
les que versen sobre conflictos de dere-
cho correspondientes a la competencia
de la Justicia Nacional del Trabajo. 

Es de carácter gratuito para el trabaja-
dor y sus derechohabientes, a la vez
que de bajo costo para el empleador.

La ORGANIZACIÓN INTERNACIO-
NAL DEL TRABAJO (O.I.T.) caracteriza
a la conciliación como “una práctica
consistente en utilizar los servicios de
una tercera parte neutral, para que
ayude a las partes en conflicto a alla-
nar sus diferencias y llegar a una tran-
sacción amistosa, o a una solución
adoptada de mutuo acuerdo”.

El instituto jurídico de la conciliación
pertenece al ámbito del derecho del

trabajo desde principios del presente
siglo. 

Así han existido diversos antecedentes
en Latinoamérica desde principios del
siglo XX: México, Brasil y Uruguay,
desde 1917 en adelante.

Nuestra legislación contó con los si-
guientes antecedentes locales: al crear-
se los Tribunales del Trabajo por De-
creto Nº 32.347/44, el procedimiento
conciliatorio, como instancia previa,
fue llevado por la Comisión de Conci-
liación en el ámbito de la Secretaría de
Trabajo. El Decreto Nº 6326/56 asig-
nó dicha competencia al Ministerio de
Justicia. Por Acordada de la Cámara
Nacional de Apelaciones del Trabajo,
la Comisión de Conciliación fue reco-
nocida como integrante del Poder Ju-
dicial, lo que ratificó la Corte Suprema
de Justicia de la Nación por su Acor-
dada del 14 de octubre de 1960. La
instancia terminó siendo derogada por
la Ley Nº 18.345, que preveía simple-
mente un intento de conciliación ante
el juez de la causa.

El 25 de julio de 1994, con el objeto
de conformar un consenso en materia
de reformas laborales que pudieran
presentarse al Congreso, el Poder Eje-
cutivo celebró con las representaciones
empresariales y gremial confederal
única por parte de los trabajadores,
un Acuerdo Marco para el Empleo, la
Productividad y la Equidad. 

Entre otros temas se impulsó una refor-
ma del procedimiento laboral, a fin de
disminuir la judicialidad y creando
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nuevas formas de solución de los con-
flictos individuales del trabajo. 

La Ley Nº 24.635 creó una instancia
administrativa en el ámbito del Minis-
terio de Trabajo, Empleo y Formación
de Recursos Humanos, con carácter
previo a la demanda judicial y con ap-
titud de suspender el curso de la pres-
cripción. 

Su ámbito de aplicación son los recla-
mos individuales y pluriindividuales de
competencia de la Justicia Nacional
del Trabajo, posibilitando disminuir la
presión por ingreso de nuevas causas
a los juzgados. 

La Ley Nº 24.635 define competencias
para los distintos ministerios intervi-
nientes: 

- Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos: 

Tiene a su cargo el Registro Nacio-
nal de Conciliadores Laborales (Re-
NaCLO) que se compone de hasta
180 Conciliadores -Resol. MJ Nº
097/97-. 
A rt. 5º de la Ley Nº 24.635: “El Mi -
nisterio de Justicia y Derechos Hu -
manos es responsable de su consti -
tución, calificación, coordinación,
depuración, actualización y gobier -
n o . ”

La Comisión creada por Resol. MJ.
Nº 125/96 seleccionó los aspirantes
considerados con mayores aptitudes,
los cuales fueron designados oficial-
mente por el Ministro de Justicia y

D e r e c h o s Humanos.

Para habilitarse deben acreditar ante
el ReNaCLO los requisitos que les fija
la reglamentación (Decreto Nº 1.169/
96 -con las modificaciones introduci-
das por su similar Decreto Nº 1347/
99- y Resol. M.J. Nº 075/99).

El ReNaCLO cumple con las siguientes
funciones:

Lleva el control permanente del cumpli-
miento de los requisitos por medio de
una base de datos en soporte informá-
tico. 

Realiza inspecciones periódicas a los
domicilios constituidos por los concilia-
dores laborales. 

Lleva control de la capacitación inicial
y continua de los conciliadores labora-
les, de su desempeño  y aportes al sis-
tema. 

Mantiene comunicación diaria al SE-
CLO, vía correo electrónico, de las mo-
dificaciones a los datos de los concilia-
dores laborales a fin de la asignación
de las audiencias 

El ReNaCLO registra diversos datos de
los conciliadores laborales: 

Los Servicios de Conciliación Laboral
optativos a que pertenezcan; los
acuerdos realizados en las conciliacio-
nes; 

Las sanciones que se les hubieran im-
puesto; 
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Las licencias; modificaciones de domi-
cilio y franjas horarias de atención. 

Emite certificación, a los fines de su
ejecución judicial, en caso de incum-
plimiento del pago de honorarios por
acuerdos homologados. 

Elabora estadísticas con base en los
datos que le suministran, por el resul-
tado de los casos sometidos a concilia-
ción. 

Recibe denuncias –directamente o a
través del SECLO- por la actuación de
los conciliadores, iniciando la substan-
ciación de la investigación. El Secreta-
rio de Justicia y Asuntos Legislativos -
en caso de verificar infracciones a las
normas legales y reglamentarias- pue-
de ordenar la aplicación de sanciones,
luego del sumario –cuya gestión corre
a cargo del Departamento de Suma-
rios de éste Ministerio- que garantiza
una amplia defensa.

- Ministerio de Trabajo, Empleo y
Formación de Recursos Humanos 

Tiene a su cargo él Servicio de Conci-
liación Laboral Obligatoria (SECLO)
conforme lo dispuesto por Art. 4 Ley
Nº 24.635: “El Servicio de Concilia -
ción Laboral Obligatoria –SECLO- re -
cepta el reclamo del trabajador, reali -
za la gestión de asignación por sorteo
de los Conciliadores, fija la primera
audiencia, registra los trámites y
acuerdos conciliatorios, mantiene la
intercomunicación con los Conciliado -
res y homologa los acuerdos concilia -
torios que se logren, siempre y cuan -

do se haya alcanzado una justa com -
posición de los derechos e intereses
de las partes, de conformidad con lo
dispuesto por las normas legales vi -
gentes. Controla el funcionamiento de
la instancia obligatoria de concilia -
ción laboral. ...”

Cómo funciona el procedimiento ante
el Servicio de Conciliación Laboral
Obligatoria (SE.C.L.O.)

El procedimiento se inicia con la inter-
posición del reclamo, en un formulario
de inicio que debe detallar los rubros,
por el propio trabajador reclamante o
su apoderado, en la sede del SECLO
(Avenida Callao 110, en el horario de
9 a 18 horas). 

De inmediato se sortea, a través de
medios informáticos, un Conciliador -
de entre los inscriptos y comunicados
por  el  RENACLO- fijándose una pri-
mer audiencia de conciliación, que ha-
brá de llevarse a cabo dentro de los
diez días hábiles posteriores. 

La extensión total de la instancia ante
el Conciliador es de veinte días hábiles
prorrogables por única vez, por mutuo
acuerdo de las partes, por quince días
más; de forma que,  aún cuando no se
arribe a un acuerdo, el acceso a la vía
judicial no se dilatará más allá de los
plazos consignados. 

El SECLO notifica al empleador acerca
del reclamo interpuesto y de la audien-
cia fijada. Las partes deberán concu-
rrir personalmente; en el caso de los
trabajadores asistidos por abogado o
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representante sindical y en el de los
empleadores por abogado o sus orga-
nizaciones representativas, sancionán-
dose con multa la inasistencia injustifi-
cada. 

Las partes pueden suscribir un pacto
de confidencialidad comprometiéndo-
se a mantener reserva de lo manifesta-
do en las audiencias. 

Si, como resultado de la gestión conci-
liatoria, las partes arriban a un acuer-
do, el mismo se plasma en un acta que
labra el Conciliador, quien la elevará
al SECLO para que éste se expida so-
bre la procedencia de su homologa-
ción. 

Homologado el acuerdo, resulta equi-
parable a una sentencia judicial en
cuanto a su fuerza ejecutoria, ya que
ante el incumplimiento de su contenido
por parte del empleador, puede pasar
a la etapa de ejecución como un fallo
judicial. 

Si el Ministerio de Trabajo hiciere lu-
gar a la homologación del acuerdo,
emitirá un certificado que deberá con-
tener los datos suficientes para la co-
rrecta identificación de las partes y del
objeto del reclamo. 

Cuando la instancia conciliatoria fina-
lizara sin acuerdo, el Conciliador pue-
de proponer a las partes el someti-
miento de la cuestión a un arbitraje.
De no ser aceptada, el Conciliador la-
brará un acta dando por concluido el
procedimiento y quedando habilitada,
en consecuencia, la eventual presenta-

ción de la demanda ante la Justicia
Nacional del Trabajo. 

El tiempo total del proceso conciliato-
rio no supera los 35 días hábiles. 

Por Resolución MTSS Nº 560/97, el
SECLO tiene, también, a su cargo la
tramitación, análisis y eventual homo-
logación de los acuerdos transaccio-
nales conciliatorios y liberatorios que
las partes pacten directa y espontá-
neamente -sin recurrir al servicio con-
ciliatorio-  (Art. 4º del Decreto Nº
1.169/96). 

En tal cometido el Servicio se ocupará
de analizar el cumplimiento de las for-
malidades exigidas para la celebra-
ción del acto, disponiendo, en caso de
alcanzarse una justa composición de
los derechos e intereses de las partes,
la homologación del mismo. 

Por último, El Decreto Nº 1.169/96
(modificado por su similar Nº 1.347/
99) prevé en su Artículo 34, la posibi-
lidad de que las convenciones colecti-
vas de trabajo creen un servicio de
conciliación laboral con carácter opta-
tivo para los reclamantes comprendi-
dos en sus ámbitos de aplicación, pu-
diendo de esta forma servirse de con-
ciliadores inscriptos en el Registro Na-
cional de Conciliadores Laborales.

Las convenciones colectivas determina-
rán las normas aplicables al procedi-
miento conciliatorio y de arbitraje vo-
luntario, estableciendo los lugares pa-
ra el cumplimiento del trámite, expi-
diéndose sobre la posibilidad de inter-
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poner reclamos por varios interesados
y regular otras materias relacionadas
con el funcionamiento y financiamien-
to del Servicio. 

De esta forma se posibilita, a través de
una convención colectiva de trabajo,
la opción de dirimir las contiendas que
pudieran suscitarse ante conciliadores
inscriptos o árbitros.

Al presente solamente se ha constitui-
do el SECOSE como servicio organiza-
do por el Sindicato de Empleados de
Comercio.  

La Instancia Obligatoria de Concilia-
ción actualmente comprende a la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, ya
que el régimen es básicamente opera-
ble en el área metropolitana: sólo se
aplica a los conflictos individuales y
pluriindividuales de competencia de la
Justicia Nacional del Trabajo. 

La normativa que alcanza al procedi-
miento de conciliación laboral obliga-
torio es la siguiente:

Ley Nº 24.635 (de Instancia Obligato-
ria de Conciliación Laboral);

Decreto N° 1.169/96 (16/10/1996),
reglamentario de la Ley Nº 24.635, y
su Decreto modificatorio N° 1.347/99
(12/11/1999).

Resolución MJ Nº 125/96 (crea la co-
misión de implementación de un siste-
ma de formación, capacitación, per-
feccionamiento y evaluación de conci-
liadores. Fecha: 08/05/1996).

Resolución MJ Nº 97/97 (conforma-
ción del Registro Nacional de Concilia-
dores Laborales. Fecha: 06/03
/1997).

Resolución MTSS Nº 264/97 (creó la
Coordinación del Servicio de Concilia-
ción Laboral Obligatoria. Fecha:
30/04/1997).

Resolución Conjunta MTSS Nº 357/97
y MJ Nº 296/97 (fijó la fecha de en-
trada en funcionamiento del SECLO.
Fecha: 03/06/1997).

Resolución Conjunta MTSS Nº 444/97
y MJ Nº 051/97 (modificó la fecha de
puesta en funcionamiento del SECLO.
Fecha: 22/07/1997).

Resolución ST Nº 19/97 (aprobación
de los requisitos mínimos de los equi-
pos informáticos de los conciliadores
laborales. Fecha: 22/08/1997).

Resolución MTSS Nº 554/97 (creación
del cargo de Coordinador del SECLO.
Fecha: 27/08/1997).

Resolución MTSS Nº 559/97 (validez
en la Conciliación Laboral de los pode-
res otorgados ante la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones del Trabajo. Fecha:
29/08/1997).

Resolución  MTSS Nº 560/97 (homo-
logación de acuerdos espontáneos. Fe-
cha: 29/08/1997).

Resolución MTSS Nº 658/97 (determi-
na la forma de acreditación de la per-
sonería a quien comparezca por la or-
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ganización representativa de emplea-
dores para asistir al empleador en el
proceso de conciliación. Fecha
03/10/1997).

Resolución MTSS Nº 742/97 (procedi-
mientos de acuerdos espontáneos cele-
brados ante Agencias Territoriales. Fe-
cha 29/10/1997).

Resolución ST Nº 93/98 (creación del
Servicio de Conciliación Laboral para
Comercio y Servicios (SECOSE). Fe-
cha: 15/12/1998).

Resolución MTEyFRH Nº 268/01 (se
establece la dependencia del SECLO
directamente de la Dirección Nacional
de Relaciones del Trabajo.
D
Diseño de Prueba

Para realizar esta investigación se
efectuó un análisis cuanti-cualitativo
organizado del siguiente modo:

a) Metodología Cuantitativa

- Técnica Aplicada: Recolección de da-
tos estadísticos proporcionados por:

Dirección Nacional de Promoción de
Medios Participativos dependiente
del Ministerio de Justicia de la Na-
c i ó n .

S e rvicio de Conciliación Laboral
Obligatoria (SE.C.L.O.) dependiente
del Ministerio de Trabajo de la Na-
c i ó n .

Cámara Nacional de Apelaciones del

Trabajo de la Capital Federal.
La selección de estas pruebas obedece
a que las mismas permiten evaluar nu-
méricamente la evolución y eficiencia
del sistema de conciliación obligatoria
desde sus orígenes en relación a las si-
guientes variables: 

Cantidad de reclamos efectuados.

Indice de acuerdos arribados respecto
del total de reclamos efectuados.

Relación entre cantidad de acuer-
dos celebrados y cantidad de ho-
mologaciones recaídas en dichos
a c u e r d o s .

Porcentajes de expedientes resueltos
respecto del total de expedientes ingre-
sados al sistema.

Modificaciones en la cantidad de ex-
pedientes ingresados al fuero laboral
de la Capital Federal. 

Se deja constancia de que lograron
obtenerse datos estadísticos oficiales
hasta el año 2001 toda vez que los
correspondientes al año 2002 aún
no han sido procesados. Sin perjui-
cio de lo cual datos extraoficiales in-
dican que durante dicho período au-
mentó la cantidad de reclamos in-
gresados al SECLO y también la can-
tidad de acuerdos arribados en igual
período. 

b) Metodología Cualitativa

Se procedió al análisis de los siguien-
tes instrumentos:
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1. Textos Legales vigentes

Fueron analizados los siguientes cuer-
pos normativos: Ley 24.635, Decreto
reglamentario 1169/96, decreto re-
glamentario modificatorio Decreto mo-
dificatorio N° 1.347/99 (12/11/
1999), Resolución MJ Nº 125/96,  Re-
solución MJ Nº 97/97, Resolución
MTSS Nº 264/97, Resolución Conjun-
ta MTSS Nº 357/97 y MJ Nº 296/97,
Resolución Conjunta MTSS Nº 444/97
y MJ Nº 051/97, Resolución ST Nº
19/ 97, Resolución MTSS Nº 554/97,
Resolución MTSS Nº 559/97, Resolu-
ción MTSS Nº 560/97, Resolución
MTSS Nº 658/97, Resolución MTSS
Nº 742/97, Resolución ST Nº 93/98 y
Resolución MTEyFRH Nº 268/01.

La utilización de estas pruebas resulta-
ba fundamental para conocer en pro-
fundidad la naturaleza y alcance del
procedimiento respecto del cual iban a
analizarse los niveles de aceptación y
rechazo entre los abogados de parte.
Dicho en términos sencillos: sólo sa-
biendo lo que decía la ley podría de-
tectarse cuánto fundamento y, por qué
no, cuánto prejuicio, había en las ob-
jeciones recabadas entre los profesio-
nales a entrevistar.

Entrevistas en profundidad

Se llevaron a cabo doce entrevistas en
profundidad, conforme el cuestionario
obrante en el Anexo I del presente.

El criterio para la selección de los en-
trevistados pretendió consignar las
opiniones de todos los actores profe-

sionales involucrados en el sistema de
conciliación laboral obligatoria que se
desarrolla en las oficinas del Concilia-
dor. Es decir, el universo de análisis se
circunscribió a abogados de parte y
abogados conciliadores laborales en
las siguientes proporciones: cuatro
abogados que habitualmente se de-
sempeñan  patrocinando a las partes
requirentes del servicio (trabajadores /
empleados), cuatro abogados que ha-
bitualmente son representantes de las
partes requeridas (empresas / emplea-
dores unipersonales) y cuatro aboga-
dos designados Conciliadores Labora-
les desde el inicio del sistema.

Como está visto, las entrevistas se de-
sarrollaron entonces exclusivamente
con “personas físicas” sin requerir la
opinión de los Ministerios involucrados
en la gestión del sistema, toda vez que
la profusa legislación emitida tanto por
el Ministerio de Trabajo como por el
Ministerio de Justicia, así como los da-
tos estadísticos elaborados por sendos
organismos, nos hacían presuponer
que, en caso de entrevistar a los fun-
cionarios responsables de la gestión
del sistema, las mismas sólo reiterarían
la información “oficial” que ya dispo-
níamos. 

La selección de los abogados de parte
no fue aleatoria: teniendo en cuenta el
valor que, a los efectos de la presente,
tenían todas las opiniones que refleja-
ran actitudes de aceptación y/o recha-
zo, se convocó a profesionales ya co-
nocidos en audiencias de conciliación,
cuyas opiniones favorables o desfavo-
rables respecto del sistema de c o n c i-
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liación nos resultaba conocida fuera
del marco de la entrevista. Para ello,
se entrevistó a: cuatro abogados la-
boralistas, tradicionalmente patroci-
nantes de parte actora, con no me-
nos de 20 años de profesión. Se co-
nocía su postura renuente a la conci-
liación laboral.

Cuatro conciliadores laborales con an-
tecedentes de ejercicio profesional tan-
to como letrados de parte actora y de-
mandada y no menos de 10 años de
profesión. Se conocía su obvia adhe-
sión al sistema de conciliación laboral.

Cuatro abogados laboralistas, tradi-
cionalmente patrocinantes de parte de-
mandada, con no menos de 20 años
de profesión. No había uniformidad
en las opiniones que se conocían pre-
viamente respecto de sus posturas fren-
te a la Conciliación laboral.  

Este último aspecto determinó que se
considerara valiosa su selección como
entrevistado en tanto y en cuanto la di-
versidad de opiniones que podía pre-
verse facilitaría la demostración de las
razones en que unos y otros fundaban
sus adhesiones, sus resistencias y sus
propios cambios de actitud profesional
a través del tiempo.

Conclusiones
CONCLUSIONES
Luego de obtener la información esta-
dística y cotejarla con los resultados
obtenidos en las entrevistas realizadas,
se pudo concluir que, desde el origen
del sistema en setiembre de 1997 y
hasta la fecha de realización de la pre-

sente han coexistido una multiplicidad
de factores que favorecieron la acepta-
ción del sistema como otros tantos que
provocaron rechazos y resistencias por
parte de los abogados.

En términos generales pueden antici-
parse las siguientes conclusiones: entre
los más reticentes al proceso se ubican
los abogados laboralistas de más de
50 años de edad y más de 20 años de
profesión que, tradicionalmente, han
ejercido el rol de abogados de la par-
te actora en los juicios laborales mien-
tras que, en el otro extremo se encuen-
tran, como era de esperarse, quienes
se desempeñan como Conciliadores
Laborales. Entre los abogados de em-
presa existe aceptación del procedi-
miento más allá de que las decisiones
profesionales de los abogados intervi-
nientes la mayor parte de las veces
obedece a razones que, en nada, se
vinculan con la apreciación personal
que el profesional tenga respecto del
proceso de conciliación.

Justamente, una de las conclusiones
más llamativas puede ser que, a la luz
de las respuestas vertidas de modo ho-
mogéneo por los entrevistados (tanto
por los “defensores” como por los “de-
tractores”), los niveles de aceptación
del procedimiento ha sido creciente
pero no tanto por exclusivo mérito de
los Conciliadores y del SECLO sino por
las escasas posibilidades de resolver
satisfactoriamente el conflicto laboral,
sobretodo si se representa al trabaja-
dor.

Ello nos llevaría a concluir que, para-
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dójicamente, quienes menos aprecian
el procedimiento, más concilian por
imperio del principio de “elección del
mal menor”.

A los efectos de analizar más en deta-
lle las motivaciones extra-procesales
que definen este tipo de decisiones de
los abogados de parte, hemos organi-
zado tales fundamentaciones en dos
grandes acápites: 1) los factores que
favorecieron la aceptación del sistema
por parte de los abogados y 2) los fac-
tores que generaron sus mayores resis-
tencias.

1. Factores que favorecieron la
aceptación del sistema de
conciliación laboral obligatoria
por parte de los abogados

- La demora judicial vs. la celeridad
de la conciliación laboral 

Las respuestas obtenidas en este acápi-
te resultaron unánimes. En todos los
casos los entrevistados se refirieron a
la inveterada incapacidad de brindar
una respuesta eficiente a la creciente
demanda de servicios de justicia por
parte de la comunidad, expresada en
la cantidad de causas ingresadas a los
tribunales y en el preocupante retraso
de la labor judicial. Todos concluyeron
que esto ha sido, en las últimas déca-
das, uno de los síntomas más significa-
tivos de la profunda crisis argentina.
Sumaron a ello el desprestigio de la
Justicia y la sensación generalizada de
los ciudadanos de que no pueden con-
fiar en los jueces para que protejan sus
derechos y apliquen rectamente la ley.

Se acentuó fuertemente el hecho de
que si bien no es menor el desprestigio
de los otros poderes del Estado, es del
poder judicial de donde se espera, en
una República, el resguardo último de
las normas de convivencia social. 

Como abogados todos apelaron a la
Justicia como función indelegable del
Estado, requiriendo de ella que sea efi-
ciente, rápida, simple y económica-
mente accesible, y exigiéndole que sea
el máximo exponente del principio
constitucional de igualdad ante la ley.
Fue unánime, asimismo, la opinión de
que no es ese el panorama que tene-
mos hoy en nuestro país y de que exis-
te un verdadero colapso del sistema
causado por el descrédito, la falta de
recursos, el pésimo equipamiento de
los juzgados, los conflictos con el per-
sonal insuficientemente remunerado,
los enormes atrasos en la tramitación
de las causas, la excesiva judicializa-
ción de las controversias que aumenta
la sobrecarga de expedientes, la legis-
lación inadecuada y la politización de
las causas judiciales donde la cúpula y
muchos miembros del Poder Judicial
han demostrado una tendencia directa
a satisfacer las necesidades del go-
bierno de turno. La referencia a los fo-
cos de corrupción y la necesidad de su
erradicación fue asimismo un tema co-
mún. 

Por último se acentuó el aspecto cons-
tituido por la conciencia colectiva ge-
neralizada que percibe que en los fa-
llos es muy difícil encontrar el principio
de equidad y que, en general, la justi-
cia no llega o llega tarde. 
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Paralelamente entonces es también co-
mún la percepción de que, si un proce-
so alternativo viene a ofrecer resulta-
dos más eficientes, la aceptación del
sistema se ve facilitada.

Esta aceptación, cuasi “impuesta”
frente al déficit del sistema judicial,
puede cotejarse y compadecerse ar-
mónicamente con los datos provenien-
tes del propio poder judicial: desde la
instauración del proceso de concilia-
ción laboral obligatoria el ingreso de
causas en el fuero laboral de la Capi-
tal Federal disminuyó hasta en un
60%.

A los efectos de analizar detallada-
mente dichos datos, se adjunta infor-
mación estadística aportada por la
Cámara Nacional del Trabajo de la
Capital Federal (identificada como
ANEXO II).

El aspecto de la celeridad del proceso
de conciliación laboral fue resaltado
por los entrevistados y es refrendado
por el propio cuerpo normativo que le
fija un plazo máximo de duración de
veinte días hábiles, con posibilidad de
prorrogarse (previo acuerdo de partes)
hasta por quince días más (artículo 18
de la ley 24.35).

Resulta interesante comparar resulta-
dos entre el procedimiento de concilia-
ción laboral obligatoria y el procedi-
miento judicial, elaborándose un “índi-
ce de satisfacción”, que puede obte-
nerse dividiendo la cantidad de expe-
dientes ingresados (en una u otra ins-
tancia) por la cantidad de resoluciones

definitivas recaídas sobre los mismos,
en un período determinado. 

El índice ideal debe ser equivalente a
“1”, toda vez que representaría la re-
solución de la totalidad de los expe-
dientes ingresados en cada organis-
mo.

Si se observan las estadísticas respecto
del funcionamiento de la conciliación
laboral obligatoria en el período
1997-2001, podemos obtener el men-
cionado índice de satisfacción a partir
de la siguiente información: sobre un
total de 138.787 reclamos ingresados,
fueron resueltos 136.674 (siempre en
el período 1997-2001) . Ello implica
que se resolvieron el 98,47% del total
de expedientes ingresados y el men-
cionado “índice de satisfacción” se
acerca fuertemente al ideal al arrojar
como resultado la cifra de “ 1,015”.
Véase al respecto ANEXO III.

No se dispone de igual información
respecto de la cantidad de expedientes
ingresados y resueltos en un período
determinado pero, teniendo en cuenta
la tabla estadística antes mencionada,
bien podría proyectarse la real dismi-
nución en los ingresos de causas a un
incremento del índice de satisfacción,
si tan solo se hubiera mantenido el
promedio de dictado de sentencias. 

Es de suponer que, habiendo disminui-
do la cantidad de causas en trámite,
también se han reducido una serie de
tareas conexas (atención al público,
asistencia a audiencias, resolución de
cuestiones de mero trámite, etc.) que
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debieran redundar en una mayor can-
tidad de tiempo disponible para dictar
sentencias y resolver definitivamente
los expedientes ingresados.

- La rigidez judicial vs. la flexibilidad
de la conciliación laboral

Es común entre los entrevistados el re-
conocimiento del hecho de que los sis-
temas de resolución de conflictos –que
operan como bienes sustitutivos de los
sistemas adversariales de raigambre
estatal y por ello se los suele llamar
“alternativos”-, muestran costos alter-
nativos manifiestamente inferiores a
los del sistema judicial. 

Lo explican por la mayor flexibilidad
que presentan. En ellos es posible
adaptar los procedimientos y tiempos
de los procesos de solución a las ca-
racterísticas del caso concreto (amén
de lo expresado en el punto anterior
respecto de la duración máxima posi-
ble de los procesos de conciliación la-
boral). 

Los métodos alternativos en general (y
la conciliación laboral particularmen-
te) permiten que el tercero que inter-
venga como facilitador en la resolu-
ción del conflicto sea una persona es-
pecializada en la materia sobre la que
versa y en el procedimiento que dirige. 
En cambio, el sistema judicial es reco-
nocido por los participantes como un
sistema rígido, por definición.

Se le achaca a un excesivo ritualismo
justificado en asegurar las garantías
procesales de los juicios que ello deri-

ve en una estructuración más pesada y
formal, tanto de la organización judi-
cial cuanto de los procesos, sobretodo
si se lo compara con métodos alterna-
tivos. 

Pero no son sólo estos factores invoca-
dos como los únicos que hacen que el
sistema judicial no sea la alternativa
más eficiente para producir estos servi-
cios. 

Todos los entrevistados acordaron en
que la forma como los tribunales re-
suelven los conflictos no es siempre la
más adecuada. Ahora bien, sólo los
abogados partidarios de los métodos
alternativos de resolución de disputas
calificaron a la sentencia judicial como
una solución de “suma cero”, en que
todo lo que gana una parte lo hace a
costa de otra.

Consideraron este resultado como cla-
ramente inferior a soluciones coopera-
tivas, particularmente tratándose con-
flictos que afectan a personas que de-
berán continuar relacionándose en el
futuro, como son aquellos que se gene-
ran en el interior de una relación labo-
ral, materia prima de la conciliación
laboral.

La insolvencia creciente de los
demandados condenados
judicialmente vs. la rápida
cobrabilidad de los montos
conciliados 

Más allá de las pregonadas bondades
de la conciliación laboral, existen fac-
tores ajenos al procedimiento que han
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favorecido la aceptación del mismo e
incluso la conclusión del conflicto en
dicha instancia, sin intervención judi-
cial posterior. Así fueron explícita y
claramente concebidos por los entre-
vistados, quienes unánimemente acen-
tuaron la enorme influencia de esta
causal en la celebración de acuerdos
conciliatorios.

Se inserta aquí el factor de la crecien-
te insolvencia de las empresas y/o em-
pleadores unipersonales que determi-
na la incobrabilidad, lisa y llana, de
las sentencias condenatorias.  

Se mencionó como dato relevante el
aumento de los concursos y quiebras
en el fuero comercial. Variable ésta a
tener en cuenta, sobretodo si se pon-
dera además el hecho de que, luego
de la reforma de la ley de quiebras en
1996, los juicios laborales en los que
fueran parte demandada los concursa-
dos y/o fallidos, pasaron a ventilarse
en los mismos juzgados comerciales en
que tramitaran los expedientes concur-
sales.

Este no es un dato menor ya que, en
buena parte, esta pesada herencia
colaboró también a descomprimir los
juzgados laborales y a colapsar al
fuero comercial, cuya inexperiencia
para manejar los expedientes labo-
rales era lógicamente justificada y
devino en una ineficiencia manifies-

ta, prolongando “sine die” el cobro
de créditos laborales a los que, pa-
radójicamente la propia ley concur-
sal le otorga el privilegio del “pronto
p a g o ” .

Frente a este panorama, la concilia-
ción laboral volvió a aparecer entre los
entrevistados como medio que pro-
mueve el rápido y efectivo pago de los
montos conciliados. 

También concuerdan los profesionales
en que los montos conciliados resultan
sensiblemente menores a los que po-
drían ser reconocidos mediante una
sentencia judicial pero apareció como
descripción común a todos que “la con -
ciliación canjea tiempo por dinero”. 

Téngase en cuenta que es de práctica
que el trabajador cobre habitualmente
en un plazo no mayor a los diez días
corridos posteriores a la fecha en que
suscribió el acuerdo y, por lo general,
en las mismas oficinas del conciliador
que intervino durante todo el proceso.8
Por otra parte, aún cuando el acuerdo
conciliatorio haya convenido el pago
de varias cuotas, las financiaciones
admitidas por el sistema (a los efectos
de proceder a su homologación) siem-
pre son inferiores a los plazos que el
trabajador debiera esperar para co-
brar en sede laboral. Valga agregar
como dato que los datos obtenidos en-
tre los conciliadores entrevistados
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arrojan plazos que, en promedio, se
extienden entre tres y doce cuotas
mensuales y que, a partir del agrava-
miento de la crisis argentina durante el
año 2002, han integrado intereses
compensatorios al capital conciliado.

Reconocimiento profesional hacia los
conciliadores laborales 

Todos los entrevistados perciben que,
desde el inicio del sistema de concilia-
ción laboral en setiembre de 1997 y
hasta la fecha, fue en aumento la can-
tidad de expedientes ingresados para
ser sometidos al procedimiento. A títu-
lo ilustrativo puede cotejarse los funda-
mentos de esta percepción en los datos
estadísticos aportados por el SECLO
(Véase ANEXO IV).

Más allá de los factores que determi-
naron esta tendencia (cuya prueba ex-
cede el marco de este trabajo), lo que
resulta fácilmente demostrable es la
mayor intervención profesional que los
conciliadores laborales han tenido que
desplegar a lo largo de este período.
Dado que el sistema se organizó sobre
la base de un Registro de “hasta 180
conciliadores” (Decreto N° 1.169/96,
Resolución MJ Nº 125/96 y Resolu-
ción MJ Nº 97/97), el aumento de re-
clamos naturalmente redunda en la
mayor actividad de los conciliadores.
Todos los entrevistados saben que la
actividad de los conciliadores está per-
manentemente “auditada” por el Ser-
vicio de Conciliación Laboral Obliga-
toria (SE.C.L.O.) que es el que, en de-
finitiva, dicta las resoluciones homolo-
gatorias respecto de los acuerdos en

los que intervinieron los Conciliadores.
Les consta, además la alta proporción
existente entre cantidad de acuerdos
arribados y  cantidad de acuerdos ho-
mologados. Cuando se les plantea la
posibilidad de que dicha proporción
debiera ser considerado un índice de
la efectividad del trabajo desarrollado
por el Conciliador, se acepta la varia-
ble, con alguna resistencia por parte
de los ‘detractores” del sistema quienes
desconfían del nivel de profundidad
del Ministerio a la hora de revisar los
acuerdos sometidos a su intervención
a los efectos de la homologación. 

Si se cotejan estas opiniones con los
datos proporcionados por el mismo or-
ganismo dictaminante (SECLO) el por-
centaje de acuerdos homologados so-
bre el total de expedientes con acuer-
do asciende a 80,15 %.en el período
1997-2001. En tanto, en igual perío-
do, el porcentaje de acuerdos obser-
vados (susceptibles de homologación,
una vez subsanado el motivo de la ob-
servación) asciende al 19,65% y los
definitivamente no homologados sólo
alcanzó al 0,20%.

En cifras, en igual período, esto signi-
fica que, sobre un total de 56.131 ex-
pedientes en los que las partes arriba-
ron a un acuerdo con intervención del
conciliador laboral, la autoridad ad-
ministrativa homologó 44.989 expe-
dientes, avalando de este modo el ar-
gumento de la legalidad del proceder
del conciliador interviniente. 

Este argumento asimismo es utilizado
por los defensores del sistema entrevis-
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tados al referirse a la resistencia de los
abogados de parte que, al inicio del
sistema, descalificaban el sistema
achacándole ser una “privatización de
la justicia laboral”. 

A los fines estadísticos se coteja lo ex-
presado con la información estadística
obrante en ANEXO V.

El cambio cultural: del paradigma de
la confrontación al paradigma de la
autocomposición 

Todos los encuestados, a su vez, coin-
cidieron en que todas las razones pre-
citadas han colaborado para que, lue-
go de casi seis años de la vigencia del
sistema de conciliación laboral obliga-
toria, el formato típico de los métodos
alternativos (o no adversariales) de re-
solución de disputas, se haya ido afir-
mando en las prácticas jurídicas de los
abogados laboralistas y, más aún, ha-
ya sido crecientemente aceptado y
hasta apreciado, aún por quienes ori-
ginalmente sólo expresaron su rechazo
y desconfianza. 

Desde entonces, pese a que en la
evolución de las instituciones ese
lapso carece de significación, los en-
cuestados creen que, dentro del ám-
bito forense, se está operando una
verdadera revolución, un cambio o
modificación profunda, que lleva a
s o s t e n e r, que los actores principales
del proceso -jueces, abogados y par-
tes- cada vez en mayor número, es-
tán llegando a la íntima convicción
de que es más sano negociar que
p l e i t e a r. 

Agregan, unánimemente que, pese a
las dudas, oposiciones y desconfian-
zas que existieron en los primeros
tiempos, la conciliación laboral ya
está instalada en nuestro medio y
que el “enfrentamiento abierto den-
tro del campo de batalla” que otrora
fuera el expediente, tiende a ser sus-
tituido por la cultura del acuerdo; la
decisión del juez, por la de las par-
tes. 

Todos los profesionales entrevistados
reconocen que no existe una generali-
zada aceptación de las ventajas de los
medios alternativos de resolución de
los conflictos. 

Es interesante la argumentación de los
profesionales más renuentes a la con-
ciliación laboral  ya que ellos mismos
atribuyen como una de las razones
más fuertes a la preferencia por el plei-
to en razón de haber sido educados en
la cultura del litigio. Pero agregan otra
serie de razones con las que justifican
sus resistencias y que pasaremos a de-
sarrollar a continuación. 

2. Factores que generaron
resistencias de los abogados
respecto del sistema de
Conciliación Laboral Obligatoria

- El sistema de costas y cobro
de honorarios 

Entre otros factores invocados que in-
tervinieron, en este período, en la de-
cisión de litigar en vez de conciliar por
parte de los abogados de parte, se
menciona el sistema de costas o de co-
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bro de honorarios por parte de los
abogados.

- Por parte de los abogados de traba-
jadores y empleados, se consideran
factores irritativos: 

La imposición de que sea el trabajador
quien deba percibir toda suma de di-
nero que se hubiere acordado en for-
ma personal, estando prohibida la
percepción por apoderado (art. 25
decr. 1169/96).

Limitación al pacto de cuota litis (10%
del monto conciliado, conforme art. 17
de la ley 24.635) respecto del ámbito
judicial.

- Por parte de los abogados de em-
pleadores y empresas, se mencionaron
como factores irritativos:

La imposición de las costas de concilia-
ción al empleador (art. 13 Ley 24.635
y art. Decr. 1169).

Falta de proporcionalidad de los ho-
norarios del conciliador respecto de
los montos conciliados en reclamos de
menor cuantía, al tratarse de un mon-
to fijo y único a su cargo de $ 225,
cualquiera sea el monto conciliado
(art. Decr. 1169).

- La comparación de los
costos financieros

Durante el período en análisis, la Justi-

cia del Trabajo se caracterizó por im-
poner siempre una “financiación bara-
ta” al condenado en un juicio laboral.
Máxime si se compara con el costo fi-
nanciero que debería afrontar el re-
querido en un expediente de concilia-
ción si, para alcanzar un acuerdo con-
ciliatorio, tuviera que pedirle prestado
el monto respectivo a una entidad fi-
nanciera y pagarle por ello tasas acti-
vas como las vigentes a la fecha de es-
ta comunicación.9

De este modo, más allá del desempeño
del Conciliador y, aún, de la convic-
ción de las partes, las razones finan-
cieras constituyen un argumento pode-
roso para inclinar la decisión a favor
del pleito, aún cuando se sepa que lo
más probable es que se pierda.

Los “argumentos procesales”

Los abogados laboralistas contrarios
al procedimiento de la conciliación la-
boral, argumentaron sistemáticamente
que, su principal argumento en contra
fue, durante estos años, la inoficiosi-
dad de la conciliación ya “que nunca
se podía conciliar nada” y que, por lo
tanto, sólo implicaba una dilación pro-
cesal a favor de la patronal.

En la misma línea de pensamiento,
sostuvieron que, dada la legislación
preexistente, la instancia de concilia-
ción ya estaba prevista en forma pre-
via a la contestación de demanda (art.
68 ley 18.345) y, en el ámbito admi-
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nistrativo, mediante las audiencias es-
pontáneas que podían celebrarse en el
Ministerio de Trabajo. No hay respues-
tas frente al argumento de la mayor
capacitación, especialidad y profesio-
nalismo de los actuales conciliadores
en comparación con los audiencistas a
cargo de las instancias de conciliación
que mencionaron.  

Las críticas al sistema de
selección de conciliadores

Pese a la mentada publicidad del con-
curso de oposición para la selección
de conciliadores laborales, se invoca
el hecho de que el Ministerio de Justi-
cia nunca hizo publico el orden de mé-
rito ni la valoración detallada de los
antecedentes de los seleccionados. 

De este modo se avala el manto de
sospecha sobre los criterios de selec-
ción y los méritos de los elegidos que
perdura hasta la fecha, vulnerando (en
muchos casos injustamente) el antece-
dente de la idoneidad que debiera le-
gitimar el accionar de los conciliado-
res laborales.

- Los hábitos profesionales

Los abogados laboralistas de cierta
antigüedad en la matrícula que fueron
entrevistados (v. g r.: más de veinte
años) reconocen que toda la construc-
ción intelectual sobre la que asientan
sus resistencias y rechazos al sistema
de conciliación laboral está fuertemen-
te teñida por los hábitos profesionales
fuertemente litigiosos en razón de la
cultura del pleito en la que fueron for-

mados, ya desde su formación univer-
sitaria. 

La invocación de principios 

Desde esa formación, sostenida en los
principios protectorios del derecho la-
boral, legitiman su sensación (ya gene-
ralizada socialmente, por otra parte) de
que tenemos una justicia que no cumple
su papel vital en la sociedad y que está
de espaldas a los ciudadanos.

Siendo profesionales del Derecho, agre-
gan de este modo alguna suspicacia en
la instalación de la conciliación laboral
como una “privatización de la justicia la-
boral” que sólo acarrearía más despro-
tección en los sectores más desvalidos,
con el agravante de la dificultad para el
acceso a la justicia por carecer de recur-
sos. No pocas veces, eso se tradujo en  el
argumento discursivo de que, así, “la jus-
ticia es sólo para ricos”.

Sin perjuicio de ello los renuentes reco-
nocen que se suma a ello el contexto
socio-histórico en el que surge este
procedimiento: el deficiente funciona-
miento del mercado de trabajo, el de-
sempleo creciente y las profundas re-
f o rmas económicas introducidas a
partir de 1989 que colaboraron para
que, desde su óptica de raigambre al-
tamente tuitiva se percibiera a la con-
ciliación laboral como un nuevo emba-
te contra la protección de los trabaja-
dores y del crédito laboral.

Palabras finales

El procesamiento de la información
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precedente señala, desde nuestra ópti-
ca, la verificación de las hipótesis so-
metidas a prueba en este trabajo.

De las entrevistas efectuadas surgen
las causas generadoras de las reaccio-
nes de aceptación y de rechazo produ-
cidas por la ley 24.635 como asimis-
mo el crecimiento en los índices de
aceptación y la disminución de las
conductas de rechazo  a su respecto.
Ello se coteja con los datos estadísticos
aportados para la evaluación del pe-
ríodo 1997-2000. 

Las razones que favorecieron la acep-
tación y la reducción de las resisten-
cias son de muy diversa índole y no re-
sultan atribuibles exclusivamente al
funcionamiento del sistema sino, como
también surge de las entrevistas efec-
tuadas especialmente, se debe en mu-
chos casos, a resultar la alternativa
“menos mala” para resolver disputas
laborales.

El incremento de acuerdos conciliato-
rios y la disminución proporcional de
los juicios laborales en la Justicia del
Trabajo de la Capital Federal es una
consecuencia evaluable en términos
estadísticos y entendemos representa
un extremo que también ha podido de-
mostrarse de modo tal que, si desde
nuestro lugar debiéramos, efectuar al-
guna apreciación personal, concluiría-
mos que:

El hombre del siglo XXI (y el género in-
cluye a la especie: debe inferirse que
también se incluye aquí a los aboga-
dos) quiere soluciones rápidas a sus

conflictos. Se ha dado cuenta que el
tiempo tiene un precio.

Frente a las crecientes exigencias de
una sociedad, incluso los grandes estu-
dios jurídicos de nuestro medio tienen
puestos sus ojos en las nuevas formas
alternativas de solución de los conflic-
tos, entre los cuales la mediación y la
conciliación han tomado enorme rele-
vancia. 

No ha sido fácil el camino hasta aho-
ra recorrido. Hubo escollos que se de-
bieron sortear, tanto provenientes de
algunos jueces, como de muchos abo-
gados que inicialmente no percibieron
los nuevos vientos.

Es bueno reconocer que al principio
muchos dudaron de la bondad de este
nuevo instituto, cuya filosofía descono-
cíamos. Algunos permanecieron indi-
ferentes a su posible implementación.
Otros, aferrados al viejo esquema ad-
versarial, creyeron que se estaba ante
un intento poco serio de privatizar la
justicia.

El sistema judicial, entrando en colap-
so, de acuerdo a este nuevo criterio,
está pasando a ser la última alternati-
va de que dispone el ciudadano para
acceder a la justicia. No porque no es-
té a disposición de quienes se encuen-
tran inmersos en un conflicto como pri-
mera opción, sino porque no siempre
el juicio es la mejor opción.

La lentitud de los tribunales, el rígido
sistema procesal vigente, las viejas es-
tructuras que no se han remozado, la
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falta de uniformidad en la interpreta-
ción de las leyes, el elevado costo de li-
tigar y, por fin, la desconfianza en que
está inmerso el sistema, sumado a un
proceso que permite las “chicanas”
que alargan los juicios, son motivos
más que suficientes para intentar nue-
vos caminos de solución de los conflic-
tos.

Pero aún cuando nos enfrentemos a un
sistema judicial exento de todas esas
falencias, en el que se cumplan con los
plazos, se dicten sentencias rápidas,
los abogados y partes actúen lealmen-
te, aún así, la solución judicial -al me-
nos como regla- no será necesaria-
mente la mejor.

Es que pese a que desde hace varios
años quedó de lado la ley del más
fuerte como medio de solución de los
conflictos y las sociedades modernas
delegan en un tercero -el juez- su deci-
sión, ello no indica que el combate ce-
sa. 

Por el contrario, se traslada al expe-
diente. En él, cada parte trata de ven-
cer a la otra. Y para ello deberá con-
vencer al juez. No importa la forma.

Siempre encontrarán abogados que
conduzcan la pelea, mediante diversas
tácticas leguleyas. 

Los verdaderos dueños del conflicto,
las partes, quedarán seguramente
marginadas, aunque recaerá sobre
ellas el resultado: la sentencia. 

El desgaste psicológico que implica un

juicio, muchas veces no lleva a la solu-
ción definitiva. Se dirá, “he perdido la
batalla, pero no la guerra”. Y nueva-
mente se originará otro juicio. 

Y aunque no fuera así, quedará el sa-
bor amargo de la derrota, el resenti-
miento de haber perdido.

En cambio, si son los propios actores
del conflicto quienes encuentran la so-
lución, sea por sí mismos o con la ayu-
da de un tercero, ambos se sentirán
ganadores y asumirán sobre sí la res-
ponsabilidad de sus compromisos. Esa
solución tendrá bases más sólidas,
porque se apoyará en la convicción de
las partes.

De allí que abogados, jueces y la co-
munidad cada vez en mayor medida,
se convencen de la bondad de estos
nuevos caminos de solución de los
conflictos. 

Para sortear las resistencias remanen-
tes debiera seguir trabajándose desde
distintos ámbitos en los que ya se co-
menzó a trabajar, aún antes de la san-
ción de la Ley 24.635, especialmente
cuando el eje de la discusión era la
sanción de la ley de mediación preju-
dicial obligatoria para los fueros civil y
comercial:

En este sentido podría describirse la
relevancia de los siguientes aspectos:

a) La Información: jueces de ambas
instancias y abogados que percibieron
las bondades de la conciliación labo-
ral comenzaron a informarse, buscar
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bibliografía, conocer más sobre él.

b) La Formación: se efectuaron jorna-
das, conferencias y debates, que tuvie-
ron por objeto formar tanto a los ma-
gistrados como a los funcionarios, em-
pleados y abogados, sobre distintos
aspectos vinculados tanto a la profun-
dización de aspectos teóricos como a
la interpretación de la ley 24.573 y su
reglamentación. También se organiza-
ron numerosos encuentros a ese fin.
Alguna institución de prestigio, dedi-
cada a la mediación, abrió sus puertas
al Poder Judicial, ofreciendo gratuita-
mente entrenamientos en mediación y
otros métodos alternativos de resolu-
ción de conflictos.

c) La Convicción: Sólo fue posible en-
frentar el cambio que originalmente
trajo la mediación, debido a que el mo-
vimiento en favor del instituto se gestó
desde adentro del fuero civil. Fueron
muchos jueces quienes, convencidos de
las bondades del instituido, en unión
con varios abogados que también lo
propiciaban, dejando de lado la es-
tructura del litigio, aceptaron someterse
a la experiencia piloto que, primero tu-
vo lugar en diez juzgados y luego se
extendió a otros más. Y hubo varios -de
ambas instancias- que de aprendices,
se convirtieron en formadores, gene-
rando una opinión positiva sobre el
mismo. Las resistencias en el fuero la-
boral fueron aún mayores: la equivoca-
da percepción de la conciliación como
potencial amenaza al principio tuitivo
del derecho laboral obstaculizó (y aún
hoy obstaculiza) el conocimiento y la
aceptación del procedimiento.

e) La Unión: El cambio tampoco pudo
hacerse realidad, sin el apoyo de mu-
chísimos abogados, deseosos de mejo-
rar la justicia y en la convicción de que
los conflictos es bueno resolverlos entre
las propias partes.

f) El Desarrollo: por último, es preciso
destacar la labor fecunda que cumplie-
ron muchas asociaciones y fundacio-
nes, dedicadas a prestar su apoyo a la
incorporación de los nuevos métodos
alternativos o adecuados de solución
de los conflictos.

g) La Normativa: hay dificultades, que
es preciso superar: algunos cambios
rápidos y profundos en la reglamenta-
ción del sistema (representación de las
partes, procedimiento en casos de ac-
cidentes o enfermedades laborales,
depósito de los honorarios de concilia-
ción) provocaron críticas provenientes
en su totalidad por parte de los aboga-
dos de parte que, cierto es decir, eran
quienes debían soportar más directa-
mente, las consecuencias. Asimismo,
después de casi seis años, podrían
promoverse otras reformas tendientes
a agilizar aún más el procedimiento
de conciliación (sobretodo en cuanto
refiere al sistema de notificación, la
necesidad de configurar doble incom-
parecencia de alguna de las partes co-
mo requisito previo al cierre de las ac-
tuaciones por ausencia de ella).

h) Los Agentes del Sistema: a esta altu-
ra del desarrollo de la conciliación la-
boral es preciso encarar la solución
adecuada relativa a la falta de prepa-
ración suficiente de algunos concilia-
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dores en el derecho de fondo o en el
manejo de técnicas adecuadas de con-
ciliación. Y también de abogados, que
aún ignorando los deseos de sus clien-
tes, los llevan por el camino del juicio.
Hay quejas sobre este aspecto. Y mu-
chos asuntos, que se solucionan luego
contra la interposición de la demanda
laboral pudieron haber encontrado
buen cauce en la instancia prejudicial,
de haberse actuado con pericia. Para
ello, resulta imprescindible que el
RE.NA CLO. (Registro Nacional de
Conciliación Laboral Obligatoria), de-
pendiente del Ministerio de Justicia de
la Nación, ejerza activamente el poder
de policía que le ha sido conferido so-
bre los Conciliadores Laborales. Pero
también hace falta que los abogados
que entienden legítimas sus quejas so-
bre el sistema las efectivicen en denun-
cias concretas que permitan al RE.NA.
CLO. activar su accionar disciplinario
sobre el cuerpo de conciliadores en
particular y sobre el sistema todo en
general. 

En igual sentido, el RE.NA.CLO. debe
propender al contralor de las instala-
ciones en que se lleva a cabo el proce-
dimiento cuidando de evitar se desa-
rrollen en oficinas que carecen de co-
modidad suficiente para servir de mar-
co a la conciliación o cuya distancia
con el macrocentro de la ciudad, di-
suade a los interesados de continuar
las sesiones. 

Sería deseable, asimismo, que se faci-
litara de modo práctico y concreto el
acceso real de personas de muy esca-
sos recursos económicos al servicio de

conciliación. Aún cuando es gratuito
para el trabajador, para quien nada
tiene, todo importa una traba para ac-
ceder a justicia. En épocas de gravísi-
ma crisis, el mero traslado del trabaja-
dor desocupado a las oficinas de con-
ciliación puede resultar un obstáculo
para su concurrencia o, incluso, para
alcanzar acuerdos justos y no desespe-
rados por obra de la necesidad. En
ese marco, resulta fundamental el ac-
cionar del abogado de parte como
también del propio conciliador quie-
nes, a la luz de circunstancias como
las mencionadas debieran contar con
recursos que les permitan sortear di-
chas dificultades sin posibilidad de ob-
jeción procesal alguna de la otra u
otras partes. 

i) Los Resultados Globales: para
comprender la magnitud del impac-
to de la conciliación dentro del ám-
bito de la justicia laboral, bastará
remarcar las estadísticas de la Cá-
mara Nacional de Apelaciones del
Trabajo, agregadas a este trabajo.
Las mismas demuestran holgada-
mente las ventajas del sistema y
que, a través de este medio, viene
logrando una real y efectiva descar-
ga de los tribunales.

Si a estas cifras se agregan las pro-
pias estadísticas del SECLO respec-
to de los niveles de acuerdo arriba-
dos en el procedimiento de concilia-
ción, se refuerza la conclusión de
que el porcentaje es significativo y
que la conciliación es un buen ca-
mino para la solución de los conflic-
tos laborales.
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ANEXOS

ANEXO I

Cuestionario modelo básico aplicado
a las entrevistas en profundidad reali-
zadas a los actores del Sistema de
Conciliación Laboral Obligatoria.

¿Cuál es su opinión respecto de los de-
nominados métodos alternativos de re-
solución de disputas?

Particularmente, cuál es su opinión res-
pecto de la aplicación de los mismos a
los conflictos laborales?

A partir de su experiencia profesional
personal, ¿qué opinión le merece la
actual organización y funcionamiento
del SECLO?

¿Cómo describiría y calificaría el de-
sempeño de los Conciliadores labora-
les que conoce en cuanto a su forma-
ción (respecto del derecho de fondo y
respecto de las técnicas de concilia-
ción)?

¿Cómo describiría y calificaría el de-
sempeño de los Conciliadores labora-

les que conoce en cuanto a su desem-
peño (nivel de solvencia para superar
obstáculos, proponer fórmulas conci-
liatorias, favorecer las relaciones inter-
personales, alcanzar acuerdos, etc.)?
¿Y en cuánto al marco en el que reali-
zan los procedimientos de conciliación
(espacios físicos disponibles, ubicación
geográfica de sus oficinas, comodidad
de los participantes, etc.)?

Describa las ventajas y/o desventajas
qué, a su criterio, le ha acarreado la
conciliación laboral obligatoria a los
trabajadores, a los empleadores y a
los abogados de parte.

En cuanto a su actitud profesional
frente al procedimiento de concilia-
ción laboral: ¿cuáles son las razones
que lo llevan generalmente a acon-
sejar o desaconsejar en cada caso la
celebración de un acuerdo de conci-
l i a c i ó n ?

¿Qué factores externos al proceso inci-
den en la decisión profesional descrip-
ta en la respuesta anterior?

Evalúe las modificaciones que usted
pueda percibir respecto de su con-
ducta profesional en relación con la
conciliación laboral obligatoria des-
de 1997 a la fecha y luego respon-
da: ¿ha crecido, disminuido o se ha
mantenido su nivel de aceptación /
rechazo del proceso? ¿ha crecido,
disminuido o mantenido su nivel de
c o n c e rtación de acuerdos conciliato-
rios en dicha instancia? Por último, a
qué atribuye los comport a m i e n t o s
descriptos? 

342

R e v i s t a
JURIDICA

TRABAJOS DE INVESTIGACION



R e v i s t a
JURIDICA

343TRABAJOS DE INVESTIGACION

ANEXO II
Estadísticas de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

Períodos acumulados
Cod. Descripción 1995 1996 1997 1998 1999 2000 Sin Conc. Lab. Conc. Lab

2 Accidente Ley  Nº 9688 6.246 2.096 1.319 834 695 613 9.661 2.142

3 Accidente-Acción Civil 27 15 23 150 455 547 65 1.152

5 Cobro de Aportes o Contribuciones 1.016 741 839 732 531 326 2.596 1.589

6 Consignación 86 59 71 54 64 83 216 201

8 Ley Nº 22.250 975 781 558 345 488 584 2.314 1.417

9 Competencia desleal 1 1 2 0

1A Despido 29.454 24.696 16.750 10.647 14.472 13.658 70.900 38.777

1B Indemnización porfallecimiento 212 193 140 97 122 107 545 326

1C Indemniz. Artíc. 212 Ley Nº 2074 188 146 83 40 63 61 417 164

1D Preaviso 6 4 5 3 1 15 4

1Z Otras indemniz. previstas en Est. 76 78 51 36 47 63 205 146

10 Acción Declarativa 18 20 11 10 43 33 49 86

11 Desalojo 40 34 34 18 31 23 108 72

12 Acción de Amparo 230 420 109 155 200 345 759 700

13 Juicio Sumarísimo 99 87 82 81 94 70 268 345

14 Medida cautelar 192 169 147 236 246 239 508 721

15 Diligencia Preliminar 36 24 22 28 39 45 82 112

16 Apelación por Multa Ley Nº 12.908 0 0

17 Homologación 336 207 232 256 245 204 775 705

18 Práctica Desleal 2 2 6 4 4 4 10 12

4A Cobro de salarios 475 395 311 208 346 316 1.181 870

4B Diferencias de salarios 956 967 521 345 631 554 2.444 1..530

4C Salarios porsuspensión 15 14 12 3 7 6 41 16

50 Cuestiones sindicales

51 Sanciones administrativas

52 Otros recursos administrativos

7A Ejecución de créditos laborales 445 329 236 715 984 999 1.010 2.698

7B Ejecución fiscal 2.238 1.090 446 606 1.195 1.486 3.774 3.287

7C Ejecución Previsional 738 119 3 2 4 8 860 14

7D Sumarios Ministerio de Trabajo 4.757 1.761 4.233 3.780 4.081 814 10.751 8.675

7E Ejecución de aportes 1.113 598 172 208 145 62 1.883 415

99 Otros reclamos 1.154 987 1.021 2.599 1.528 1.185 3.162 5.312

81 Ley de Asociaciones Sindicales 29 19 0 48

82 Sumarios 1.753 1.780 1.651 1.552 199 64 5.184 1.815

83 Queja Expediente Administrativo 137 18 0 155

84 Apelación de Laudo 0 0 0

52.884 37.813 29.088 23.741 27.128 22.537 119.785
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